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CONTESTAN TRASLADO DE AGRAVIOS.- 

 

Excma. Cámara: 

 

RODOLFO GASTÓN AGUIRRE, abogado (Tº 76 - Fº 303 CPACF) con 

domicilio electrónico en 20224813997 y MATIAS BLANCO, abogado (T° 127 

F° 661 CPACF) con domicilio electrónico en 20344544078; en representación 

conjunta de la parte demandada Estado Nacional (Jefatura de Gabinete de 

Ministros - Dirección General de Asuntos Jurídicos - Dirección de Asuntos 

Contenciosos), con domicilio procesal en Avda. Julio A. Roca 782, 7° piso de 

la CABA (Zona de notificación 53), en los autos caratulados “ANDRADE, 

ELIANA Y OTRO C/ EN - JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS DE 

LA NACION - DECAD 2020/431 - LEY 25326 S/AMPARO LEY 16.986” 

(Expte. N° CAF 18198/2023), a V.E. nos presentamos y respetuosamente 

decimos: 

- I - 

OBJETO 

 

En legal tiempo y forma, siguiendo expresas instrucciones de nuestro 

representado, venimos a contestar traslado de los agravios expresados por 

los actores en contra de la resolución de fecha 8 de noviembre de 2023, que 

decidió el rechazo de la acción incoada oportunamente. 
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Al respecto, adelantamos que - por las consideraciones que se 

expondrán a continuación -, corresponde la desestimación de la apelación 

deducida por la parte actora, con expresa imposición de costas. 

- II - 

DESERCIÓN DEL RECURSO 

 

 Ausencia de crítica concreta y razonada.  

 

En principio, debe señalarse que sólo una aproximación superficial a la 

presentación de las actoras recurrentes, puede ofrecer la apariencia de un 

tratamiento crítico de la sentencia apelada. Sin embargo, apenas se ingresa 

en el estudio de las argumentaciones allí introducidas, se advierte su llamativa 

insustancialidad en orden a las exigencias del art. 265 del C.P.C.C.N., que lo 

condicionan. Ello así atento, de su simple lectura, surge que los puntos que 

componen la base de los supuestos agravios, no significan más que la mera 

expresión de disconformidad con lo decidido, sin un sustento lógico-jurídico 

suficiente, que habilite esa postura. 

En este sentido, a partir de la página 7 de su escrito de apelación las 

actoras exponen que “avanzaremos ahora sobre la crítica concreta y 

razonada”. No obstante, aquella nunca sucede. La apelación actoral carece 

completamente de cualquier extremo que la valide como crítica concreta y 

razonada. Ello así, atento se limita a extraer párrafos del dictamen del Fiscal 
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Federal - en el cual se sustenta la sentencia apelada -, para señalarlos como 

agravios, mediante la mera acción de contrarrestarlos con expresiones 

doctrinarias y jurisprudenciales genéricas, - algunas, como se expondrá, 

respectivas a votos parciales o sin sentencia definitiva, para luego reiterar los 

argumentos vertidos en su escrito inicial respecto a la procedencia de la 

acción. 

Asimismo, la apelación actoral resulta completamente incongruente y 

forzada, careciendo a todas luces de entidad como “crítica razonada”. Por citar 

– a modo de ejemplo –, la actora afirma que “Llama poderosamente la 

atención de esta parte el hecho de que la sentencia de grado haya puesto 

énfasis, para el rechazo de la vía incoada, en el acotado margen de 

conocimiento de la vía cuando en el presente caso no se ha solicitado la 

producción de prueba alguna. Lejos de eso, la acción iniciada por el frente 

actor ha enderezado, desde la presentación inicial, sus esfuerzos a establecer 

la nulidad de la DA 431/2020 en razón de argumentos de puro derecho” 

(textual, página 6 del escrito en conteste); para luego afirmar que “en forma 

ostensible surge de la sentencia impugnada, que el a quo ha incurrido en error 

de derecho en la apreciación de la prueba, como consecuencia de no haberla 

hecho de conformidad a las reglas de la sana crítica” (textual, página 7 del 

escrito en conteste). 

En idéntico sentido, y tomando como referencia el ensayo de crítica 

precedentemente mencionado, las actoras no explican bajo que extremos el 
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a quo habría incurrido en la apreciación de la prueba, o por qué no lo hizo de 

conformidad a las reglas de la sana crítica. 

Lo relatado no hace más que dejar expuesto, claramente, que los 

agravios que esgrime la parte actora consisten en citar doctrina general sobre 

arbitrariedad de sentencias, que no aplican al caso concreto y qué bajo ningún 

aspecto conforman la crítica que merece una sentencia definitiva en los 

términos del artículo 265 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

Por otra parte, cabe destacar que como V.E. podrá apreciar, y será 

precisado más adelante – en diversos pasajes de su apelación – la actora 

reconoce haber otorgado consentimiento respecto de las transferencias de 

datos objeto de la presente litis, mientras que – en otros pasajes del escrito 

en conteste – se agravia por la ausencia de consentimiento para con dichas 

cesiones. 

Dichas incongruencias dejan en claro que no estamos más que ante un 

ensayo de mera disconformidad con la sentencia, sin efectuar crítica concreta 

y – mucho menos – razonada de la misma.  En este sentido, la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación ha expuesto que: “Corresponde declarar desierto 

el recurso deducido si las razones expresadas en el memorial no son 

suficientes para refutar los argumentos de hecho y de derecho dados 

para llegar a la decisión impugnada, en tanto sus críticas se reducen a 

la reiteración de planteos formulados en piezas precedentes ante las 

instancias anteriores y no aportan elementos nuevos de convicción para 

desvirtuar lo decidido” (Fallos: 344:3625, el destacado nos pertenece).  
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En idéntica línea argumentativa, también ha sostenido que: “Cabe 

declarar desierto el recurso ordinario de apelación interpuesto por el 

actor contra la sentencia que condenó al Estado Nacional a la reparación de 

daños y perjuicios que le provocó la privación de su libertad en virtud de la 

prisión preventiva dispuesta en su contra así como la duración irrazonable- 

más de veinte años- del juicio penal que se le siguió, pues el memorial de 

agravios ante la Corte presenta defectos de fundamentación pues no 

contiene -como es imprescindible- una crítica concreta y razonada de los 

fundamentos desarrollados por el a quo, lo que se traduce en ausencia 

de tratamiento de algunos de los argumentos expuestos en el fallo, sin 

que la mera reedición de objeciones formuladas en instancias anteriores 

resulte suficiente para suplir las omisiones aludidas. (Fallos: 334:1302, 

los destacados nos pertenece).” (En igual sentido, Fallos: 337:548; 338:505; 

Poggio, Oscar Roberto c/ EN-Mº de Justicia y Derechos Humanos s/ daños y 

perjuicios", y "Rizikow, Mauricio c/EN-Mº de Justicia y Derechos Humanos s/ 

daños y perjuicios).  

En razón de lo expuesto, y atento los concluyentes argumentos 

expuestos en el dictamen fiscal – en los que se basó la sentencia objeto de 

discusión en autos – y, por el contrario, la ausencia de crítica razonada y 

fundada conforme las exigencias legales a tales fines por parte de la actora; 

se solicita se declare desierto el recurso presentado, en los términos de los 

artículos 265 y 266 del CPCCN y la jurisprudencia del Máximo Tribunal al 

respecto.  
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Subsidiariamente, venimos a contestar el traslado conferido respecto de 

la supuesta expresión de agravios deducida por la parte actora.  

 

- III - 

CONTESTA AGRAVIOS 

 

III.1. Respecto del primer agravio: el dictamen fiscal, y su correcta 

interpretación respecto de la improcedencia de la vía elegida por las 

actoras para canalizar la presente acción. 

 

Las actoras alegan, falsa y maliciosamente, que “la argumentación 

esgrimida por el dictamen fiscal respecto a la vía incoada deriva de una 

interpretación del instinto del amparo ajena a la jurisprudencia actual de 

nuestros tribunales” (pág. 5 del escrito en conteste). Lo llamativo, es que - 

para sustentar esta afirmación – recurren, extendiendo como la 

“contemporánea interpretación de la acción de amparo” del Máximo Tribunal, 

a un precedente - del año 2019 - que no versa en absoluto sobre la cuestión 

discutida en autos, sino sobre cuestiones de índole estrictamente procesal 

respecto a la vía amparista, a excepción del voto propio del Dr. Rosatti (Fallos: 

342:2125, que la actora cita como 013010004/2013/CS001).  

Por el contrario, el dictamen del Fiscal Federal fundamentando el 

rechazo de la vía elegida por la actora, tiene asidero en el criterio actual de la 
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Corte Suprema de Justicia - en pleno -, tal como reflejan los Fallos: 344:1928 

(de 12/08/2021), o Fallos: 343:2080 (de 17/12/2020), ambos coincidentes con 

la sentencia de autos, respecto a la excepcionalidad de la acción de amparo, 

su limitado ámbito cognoscitivo, y la exigencia de preferente canalización de 

la acción por las vías ordinarias. 

Por otra parte, la parte actora enfatiza en que “la invocación dogmática 

de una supuesta vía más idónea no resulta en modo alguno una 

argumentación suficiente” para el rechazo de su acción, o que “su exclusión 

por la existencia de otros recursos no puede fundarse mediante apreciaciones 

meramente ritualistas e insuficientes” (página 6 del escrito en conteste).  

Nada más alejado de la realidad. Las accionantes intentan reducir el 

vasto dictamen del Fiscal Federal a la existencia de otro recurso legal, cuando 

el rechazo de la vía impetrada por las accionantes se funda – además de la 

existencia de vías alternativas más idóneas para canalizar su acción - en: el 

amparo como “proceso utilizable en las delicadas y extremas situaciones en 

las que, por carecer de vías aptas, peligra la salvaguarda de derechos 

fundamentales” (Consid. III del Dictamen Fiscal); en la “presencia de 

arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, frente a las cuales los procedimientos 

ordinarios resultan ineficaces, es decir, que debe estar probado un daño 

concreto y grave, sólo eventualmente reparable por esta vía urgente y 

expeditiva” (Consid. III); en la necesaria acreditación de esa arbitrariedad o 

ilegalidad manifiesta (Consid. III); así como su improcedencia “cuando las 

circunstancias comprobadas en la causa evidencian que no aparece nítida 
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una lesión cierta o ineludible causada con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta 

o el asunto versa sobre una materia opinable que exige una mayor amplitud 

de debate o de prueba” (Consid. IV); así como en la razonabilidad de la 

normativa atacada por la actora (Consid. VI a XI); para culminar su 

razonamiento en la inexistencia de una “actuación que en forma actual o 

inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad 

manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado 

o una ley, que habilite esta vía excepcional, en tanto la cuestión encuentra 

adecuado fundamento legal” (Consid. XII), y en que la actora no ha 

“demostrado la existencia de irrazonabilidad manifiesta en la conducta de la 

demandada” (Consid. XIII). 

 

III.1.1. De la incongruencia en la exposición actoral y la coherencia del 

dictamen fiscal 

 

Asimismo, esgrimen las actoras que les “Llama poderosamente la 

atención de esta parte el hecho de que la sentencia de grado haya puesto 

énfasis, para el rechazo de la vía incoada, en el acotado margen de 

conocimiento de la vía cuando en el presente caso no se ha solicitado la 

producción de prueba alguna. Lejos de eso, la acción iniciada por el frente 

actor ha enderezado, desde la presentación inicial, sus esfuerzos a establecer 

la nulidad de la DA 431/2020 en razón de argumentos de puro derecho”. 
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Pues bien, a lo que el Fiscal Federal apunta en su dictamen no es el 

“acotado margen de conocimiento de la vía incoada” que remarcan las 

actoras, sino a que – en dicho margen acotado -, las accionantes no logran 

acreditar una lesión cierta, causada mediando arbitrariedad o ilegalidad 

manifiesta por parte mi mandante (Consid. III, IV, XI y XII); remarcando con 

meridiana claridad “Quienes optan por la vía del amparo conocen las 

limitaciones inherentes a ella, pues saben que deben acreditar la arbitrariedad 

o ilegalidad manifiesta, sin exceder las limitaciones propias de este tipo de 

proceso” (Consid. III). 

A continuación, la actora reitera idénticos argumentos vertidos en su 

presentación inicial respecto al objeto de su reclamo, haciendo irrazonable 

alusión – como se mencionó en el punto precedente - a que “el a quo ha 

incurrido en error de derecho en la apreciación de la prueba”, cuando 

renglones antes había esgrimido no haber solicitado producción de prueba 

sino aportado simplemente argumentos de puro derecho; lo cual no hace más 

que reafirmar que sus agravios devienen abstractos y desajustados a las 

presentes actuaciones. 

Por último, respecto al presente agravio, las actoras manifiestan que “si 

aquellas operaciones con los datos personales no se realizan con estricta 

observancia de las normas que lo regulan, se vulnera el derecho a la 

protección de datos, pues se le imponen límites constitucionalmente 

ilegítimos, ya sea a su contenido o al ejercicio del haz de facultades que lo 
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componen”, para concluir que la sentencia en crisis omitió el análisis de estos 

extremos por ellas expuestos y, por ende, deviene arbitraria. 

En este sentido, cabe reiterar que el dictamen fiscal - al cual remite la 

sentencia en crisis -, deja en claro, por un lado, que el amparo no es la vía 

idónea para el entendimiento de las cuestiones ventiladas en autos; y, por otro 

lado, la ausencia de acreditación de un daño o lesión a los derechos 

expuestos por las actoras; por lo cual deviene completamente infundado que 

– aun así, y sin adentrarnos en los argumentos en contrario, expuestos por 

esta representación en oportunidad de presentar el informe del artículo 8 Ley 

N° 16.986 – las accionantes exijan lo que resultaría un entendimiento 

jurisdiccional en abstracto. 

 

III.2. Respecto del segundo y tercer agravio: ausencia de 

acreditación de una lesión causada por arbitrariedad o ilegalidad 

manifiesta. 

 

En primer término, cabe destacar que las actoras – al iniciar su 

exposición respecto a este agravio – se limitan maliciosamente a mencionar 

un párrafo aislado del dictamen en que se funda la sentencia, al comenzar su 

exposición con lo vertido por el Sr. Fiscal en el Consid. IV, - cuando ello forma 

parte de un análisis extenso y razonado que aquél inicia en el Consid. III, y se 

extiende a lo largo de todo su dictamen -. Así, respecto a la ausencia de 

arbitrariedad e ilegalidad, en el considerando XI, el Fiscal Federal entiende 
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que “en atención a que las disposiciones impugnadas se encuentran insertas 

en un bloque normativo, que ha sido oportunamente dictado a los efectos de 

limitar, atemperar y eliminar los efectos de la Pandemia de COVID-19 en el 

marco de una emergencia de salud y social declarada a nivel nacional y de 

dimensiones mundiales, no permite advertir de ello la existencia de una 

manifiesta arbitrariedad o ilegalidad de medida alguna dispuesta por la 

Administración; exigida en los artículos 43 de la Constitución Nacional y el 1º 

de la Ley 16.986 como requisito para admitir la acción de amparo”. 

Lo dictaminado por el Fiscal encuentra asidero en lo esgrimido por esta 

representación al momento de producir el informe del artículo 8 de la Ley Nº 

16.986 – punto 5.4.3. -: en ningún pasaje de las presentes actuaciones las 

actoras logran acreditar que, el recabado y las transferencias de datos – 

autorizadas por Ley Nº 25.326, y cristalizadas a partir de la pandemia por 

COVID-19 en la Decisión Administrativa N° 431/2020 - fueran efectuadas sin 

consentimiento de los titulares, para fines distintos al ejercicio de funciones 

propias de los poderes del Estado, fuera de las dependencias de los órganos 

del Estado en forma directa, y/o mediante cumplimiento de sus respectivas 

competencias. 

Por el contrario, dentro del limitado margen que una vía como la incoada 

por las accionantes posibilitó, mi mandante sí acreditó haber accionado en 

forma razonable, de acuerdo a las circunstancias imperantes, y en su rol 

garante del bienestar público en materia sanitaria; así como 

proporcionalmente - y en la medida en que la situación extraordinaria cedía -, 
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haber procedido a la baja definitiva de las bases de datos objeto de litigio en 

autos, así como resguardando los mismos en forma anonimizada, dentro de 

los márgenes que le autoriza la Ley N° 25.326 y el consentimiento 

oportunamente concedido por los usuarios de las aplicaciones dispuestas a 

los fines de su recabado. 

A su vez, cabe destacar la incongruencia en el relato actoral, atento 

reconoce haber otorgado consentimiento para el tratamiento y cesión de sus 

datos (página 11 el escrito en conteste), aunque lo hace previo haberse 

agraviado de la falta de consentimiento para con dichas cesiones (objeto 

principal de la acción impetrada en autos, y reiterado en la página 9 del escrito 

en conteste), para – finalmente – sustentar hipotéticamente un daño, sin 

pruebas más que sus afirmaciones, respecto que “la Administración 

unilateralmente, mediante la sanción de una norma administrativa, pueda 

prescindir de los consentimientos originalmente otorgados por los titulares de 

los datos … por fuera del consentimiento originariamente expresado” (página 

11 del escrito en conteste). 

Es decir, las actoras se limitan a mencionar en abstracto derechos que 

se verían afectados - a la intimidad, privacidad y autodeterminación en materia 

de datos personales -, sin siquiera esgrimir de qué manera se lesionarían; sino 

meramente mediante la hipótesis de que, la información sanitaria recabada 

por el Estado Nacional, podría ser transferida bajo otra finalidad para la cual 

la misma Decisión Administrativa N°431/2020 autoriza, y bajo los extremos 

que avala la Ley N° 25.326 (su remisión a las autoridades sanitarias con 
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competencia epidemiológica, a fin de adoptar y coordinar medidas para 

proteger el derecho colectivo a la salud pública). 

 

III.2.1. Las facultades constitucionales del Poder Ejecutivo Nacional 

como garante del bienestar general. Legalidad y razonabilidad de la normativa 

atacada. 

 

A esta altura, no deviene ocioso recordar que el objeto de la presente 

litis se trata de la impugnación de una Decisión Administrativa, acto estatal 

que goza de presunción de legitimidad; la que fuera dictada en el marco de 

una situación sanitaria excepcional, y en ejercicio de las potestades 

constitucionales del Estado Nacional en resguardo del interés público y 

bienestar de su población, con asidero legal en las disposiciones de la Ley N° 

25.326 – artículo 5 inc. 2 ap. b, que también resulta objeto de impugnación 

actoral – y artículo 11 inc. 3. 

A mayor abundamiento respecto a la carencia de entidad de este 

agravio, las accionantes citan - como sustento jurídico - el Dictamen de la 

Procuradora Fiscal en la causa “TORRES ABAD, CARMEN C/ EN –JGM s/ 

habeas data” (CAF 49482/2016/2/RH1); causa que – cabe destacar 

enfáticamente – se encuentra para sentencia, por lo cual, a diferencia del 

dictamen acontecido en autos, aún no reviste calidad de precedente 

jurisprudencial.  
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 Lo antedicho fue reflejado por el dictamen fiscal - en el que se sustenta 

la sentencia definitiva recaída en autos -, y el cual, a su vez, encuentra asidero 

en vasta doctrina del Alto Tribunal, plasmada en el considerando XII del 

dictamen que refleja: “…es doctrina reiterada de la Corte Suprema de Justicia 

que el amparo constituye un proceso excepcional sólo utilizable  en las 

delicadas y extremas situaciones en las que por carencia de otras vías aptas, 

peligra la salvaguarda de derechos fundamentales y exige para su apertura 

circunstancias muy particulares, caracterizadas por la presencia de 

arbitrariedad o ilegalidad manifiestas, de modo tal que las deficiencias 

referidas -a que aluden la ley 16.986 y la jurisprudencia anterior y posterior a 

su sanción-, requieren que la lesión de los derechos o garantías reconocidos 

por la Constitución Nacional resulte del acto u omisión de la autoridad pública 

en forma clara e inequívoca, sin necesidad de un largo y profundo estudio de 

los hechos ni de un amplio debate y prueba (Fallos: 301:1060; 306:1253; 

307:747; esta Sala Expte. Nº 7046/2012 "S. M. D L M.", 23/08/12; "Martella", 

del 7/2/13, "La Franco Americana S.A.", del 30/5/13, y Sala IV Causa N° 

21.592/2010 "Pisapia Jorge Alberto c/ Universidad Buenos Aires - Ftad 

Odontología s/ amparo ley 16.986", del 

23/12/10; Expte. Nº 10.955/2011 "Linskens Susana c/ UBA - Resol 

2241/09 – Facultad Farmacia y B (725808/09) s/ amparo ley 16.986", 28/02/12 

entre otros)”. 

 Concluye el razonamiento del Fiscal Federal, de forma pacífica y 

congruente con lo precedentemente expresado, esgrimiendo que “teniendo en 
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cuenta que los controles de legalidad administrativa y de constitucionalidad 

que competen a los jueces no los facultan a sustituir a la Administración en la 

determinación de las políticas o en la apreciación de los criterios de 

oportunidad y conveniencia (Fallos: 321:1252; 323:1825; 327:4495 y 

331:2382, entre otros), considero que no se ha demostrado la existencia de 

irrazonabilidad manifiesta en la conducta de la demandada” (Consid. XIII). 

Por todo lo expuesto, deviene cabal que no medio arbitrariedad por parte 

de la magistrada, sino que - habiendo efectuado el Sr. Fiscal un análisis 

completo y razonable de la legalidad, razonabilidad y proporcionalidad de la 

medida objeto de impugnación en autos; – y, por el contrario, careciendo de 

acreditación la supuesta lesión a sus derechos por parte de las actoras, así 

como la requerida arbitrariedad o ilegitimidad manifiesta respecto de dicha 

normativa, para la procedencia de la acción intentada por la actora -, el a quo 

ha derivado en la lógica conclusión de rechazar la acción, la cual no conforma 

a la parte actora a pesar de ser un razonamiento ajustado a derecho. 

 

III.3. Respecto del cuarto y quinto agravio, ambos concernientes al 

consentimiento respecto del tratamiento de datos – artículos 5 inc.2 

apartado b); y artículo 11 inc. 3, apartados b,c,d y e, de la Ley 25.326 -. 

 

A pesar de haber reconocido, por primera vez en autos, el otorgamiento 

de consentimiento para la cesión de datos (véase páginas 9 y 11 del escrito 

en conteste), y zanjada que pareciera esta cuestión - pilar de la acción incoada 
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en autos -; las accionantes se ven forzadamente agraviadas respecto de que, 

hipotéticamente, dichas cesiones de datos podrían estar siendo efectuadas 

“fuera de los límites del consentimiento a la JGM” (página 19 del escrito en 

conteste). 

Para así entender, citan textualmente que “Tal extremo se deriva del 

propio texto del art 1° de la DA 431/2020”, lo cual deviene completamente 

incoherente, atento que justamente dicho artículo es el que fija estrictamente 

las limitaciones subjetivas y objetivas para efectuarlas, al enunciar “Las 

jurisdicciones, entidades y organismos de la Administración Pública Nacional 

(…) deberán transferir, ceder, o intercambiar entre sí y bajo la supervisión de 

la ´Unidad de Coordinación General del Plan Integral para la Prevención de 

Eventos de Salud Pública de Importancia Internacional´ los datos e 

información que, por sus competencias, obren en sus archivos, registros, 

bases, o bancos de datos, con el único fin de realizar acciones útiles para la 

protección de la salud pública …”. 

 A continuación, las actoras afirman que “aún a pesar de que la ley 

25.326 ha establecido en el consentimiento expreso el basamento angular de 

la protección de los datos personales, la administración se encontraría 

habilitada mediante la sanción de una norma de carácter sub-legal a modificar 

y restringir la protección consagrada a la intimidad de las personas” (página 

15 del escrito en conteste), y que “una DA estaría alterando una norma de 

mayor jerarquía constitucional, avasallando nuestro ordenamiento de 

jerarquía normativa” (página 16 del escrito en conteste), nuevamente 
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esbozando sustento en el dictamen de la Procuradora en la mencionada 

causa, - que aún no cuenta con sentencia definitiva – “TORRES ABAD, 

CARMEN C/ EN –JGM s/ habeas data.” (CAF 49482/2016/2/RH1.) 

Omiten las accionantes que, el mismo cuerpo legal en el cual basan su 

pretensión – la Ley N° 25.326, ley en sentido formal -, habilita al Estado 

Nacional al tratamiento de los datos objeto de la presente litis, sin requerir 

consentimiento cuando “se recaben para el ejercicio de funciones propias de 

los poderes del Estado”; y no lo hace sólo en el supuesto del artículo 5 inc.2 

ap. b) – objeto de impugnación en autos -, sino que faculta al Estado Nacional 

a la cesión de dichos datos en su artículo 11, incisos b), c) d) y e), todos ellos 

de aplicación a la cuestión ventilada en autos. Es por ello que no se trata de 

una Decisión Administrativa alterando una norma de mayor jerarquía, sino de 

un bloque normativo, integrado por una norma emanada por el Congreso de 

la Nación y una Decisión Administrativa dictada en consonancia con aquella 

que - de modo razonable y bajo presunción de legitimidad - habilita el accionar 

del Estado Nacional en la cuestión tratada en la presente litis. 

 

III.3.1. De la prueba acompañada por el Estado Nacional acreditando el 

consentimiento para el recabado y cesión de datos, así como la actual 

supresión 

 

A pesar de lo expuesto, y a modo de facilitar la actividad jurisdiccional, 

esta representación ha aportado pruebas fehacientes respecto del necesario 
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otorgamiento de consentimiento para la cesión de dichos datos por parte de 

los titulares; para lo cual acompañó los términos y condiciones de las 

aplicaciones “CUID.AR” – en todas sus versiones – y la aplicación “Covid-19 

Ministerio de Salud” (en carácter de principales aplicaciones destinadas a los 

fines de la implementación de la Decisión Administrativa cuestionada en 

autos), dando cuenta de que – previo a la registración de los datos de cada 

uno de los titulares – devino indispensable el consentimiento expreso de todo 

usuario de dichas aplicaciones para su tratamiento y cesión; circunstancias 

que – como fuera expuesto – las accionantes reconocen en diversos 

fragmentos del escrito en conteste. 

Ahora bien, en éste último agravio, las accionantes se limitan 

maliciosamente a intentar escindir la Decisión Administrativa N° 431/2020 de 

la implementación de las aplicaciones mencionadas precedentemente, 

cuando éstas últimas constituyeron inequívocamente - y de público 

conocimiento -, el medio para la implementación práctica de dicha normativa. 

A mayor abundamiento, y para evitar repeticiones, todo lo expuesto fue 

ampliamente detallado en el informe del artículo 8 Ley N° 16.986 presentado 

por esta representación, y en pos de rebatir empíricamente la únicas y 

conjeturales “lesiones” que esgrimió la parte actora en la presente litis: no 

haber sido informada de la posibilidad de la cesión de sus datos, y que la 

cesión de dichos datos se efectúe sin su consentimiento. 
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Todo lo esgrimido en el presente, fue coherentemente recepcionado en 

el Consid. IX del dictamen del Fiscal Federal, al cual la sentencia en crisis 

remite como fundamento de su decisorio. 

Amén de lo hasta aquí expuesto, esta representación aportó – a contrario 

de las accionantes – prueba fehaciente que demuestra la baja de las 

mentadas bases de datos involucradas en la aplicación, y la supresión 

definitiva e irreversible los datos allí contenidos; subsistiendo meramente el 

registro anonimizado de dicha información a los fines científicos y 

epidemiológicos estadísticos, respecto a los casos de COVID positivo, y los 

registros de vacunas aplicadas; no sólo como fuera consentido por todos los 

usuarios de las mencionadas aplicaciones tras aceptar sus términos y 

condiciones, sino también con el aval legal y formal contenido en el artículo 

11 incisos d) y e) de la Ley N° 25.326, el cual – cabe recordar – no fuera objeto 

de impugnación en autos. Dichos extremos, también, forman parte del 

razonamiento coherente que efectúa el Sr. Fiscal en el Considerando X de su 

dictamen. 

 

- IV - 

MANTIENEN CUESTIÓN FEDERAL 
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A todo evento, y para el hipotético supuesto en que no se hiciera lugar a 

los planteos aquí efectuados, mantenemos la cuestión federal y hacemos 

expresa reserva de ocurrir oportunamente ante la Excma. Corte Suprema de 

Justicia de la Nación, conforme lo previsto por el art. 14 de la Ley N° 48, por 

cuanto la materia tratada en autos pone en juego la inteligencia de normas de 

naturaleza federal: arts. 1, 31, 33, 43, 75, 99, 100, 116, entre otros, de la 

Constitución Nacional.  

Asimismo, se controvierten en principio las Decisiones Administrativas 

N° 431/2020 y 432/2020 y las normativas concordantes. También se 

controvierte la vigencia de normas de rango legal dictadas por el Poder 

Ejecutivo de la Nación: los Decretos Nros. 260/2020, 297/2020 y 863/2022; 

así como la Ley Nº 27.541.  

Por último, de prosperar la pretensión actoral, se configuraría un caso de 

gravedad institucional, razón por la cual se mantiene la cuestión federal 

también en relación a ello. Al respecto cabe dejar sentado que la peculiar 

relevancia de las cuestiones involucradas en los presentes actuados, excede 

el interés particular de las partes, configurando un supuesto de gravedad 

institucional, por cuanto se encuentran en juego el principio de división de 

poderes en su raíz más profunda y el interés general, conforme fuera 

explicado al producir el informe del artículo 4 de la Ley 26.854 y artículo 8 de 

la Ley 16.986, y a los cuales se remite a razón de la brevedad.  
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- V - 

PETITORIO 

 

Por todo lo expuesto, a V.E. solicitamos:  

1. Se tenga por contestado en tiempo y forma el traslado de los agravios.  

2. Se rechace, con costas, el recurso de apelación interpuesto por la 

parte actora y se confirme la resolución apelada; a excepción de las costas, 

de las cuales se solicita su imposición a la parte actora.  

3. Se tenga presente el mantenimiento de la reserva de caso federal.  

 

Proveer de conformidad, que  

SERÁ JUSTICIA. 
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